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Departamento Nacional de Planeación

Decretos

DECRETO NÚMERO 2718 DE 2014
(diciembre 26)

por el cual se determinan los porcentajes de incremento de los avalúos catastrales  
para la vigencia de 2015.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, las Leyes 14 de 1983, 75 de 1986, 9ª de 1989, 44 de 1990, 101 de 1993, y 242 de 
1995; y previo concepto del Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes), y 

CONSIDERANDO:
Que de acuerdo con el artículo 8° de la Ley 44 de 1990, modificado por el artículo 6° de 

la Ley 242 de 1995, se establece que el valor de los avalúos catastrales se reajustará anual-
mente a partir del 1 ° de enero de cada año, en un porcentaje determinado por el Gobierno 
Nacional, previo concepto, del Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes), 
que no podrá ser superior a la meta de inflación para el año en que se define el incremento; 

Que el mismo artículo establece que en el caso de los predios no formados el porcen-
taje de incremento podrá ser hasta el ciento treinta por ciento (130%) del incremento de 
la mencionada meta; 

Que el artículo 1° de la Ley 242 de 1995 indica y modifica las normas legales que tienen 
en cuenta el comportamiento pasado del índice de Precios al Consumidor como factor de 
reajuste de multas, valores catastrales, rangos, cuantías y cánones, y en su lugar establece 
criterios que hacen referencia a la meta de inflación, con el objeto de ajustar la legislación 
de manera que sirva de instrumento para la desindización de la economía; 

Que el artículo 155 del Decreto 1421 de 1993 estableció un régimen especial para fijar 
la base gravable y la liquidación del Impuesto Predial Unificado en el Distrito Capital; 

Que el artículo 3° de la Ley 601 de 2000 introdujo modificaciones para el reajuste de 
los avalúos catastrales por conservación para el Distrito Capital; 

Que de acuerdo con lo previsto en la Ley 1607 de 2012, artículo 190, los catastros des-
centralizados podrán calcular un índice de valoración predial diferencial en consonancia 
con el artículo 3° de la Ley 601 de 2000;

Que según lo dispuesto en el parágrafo del artículo 9° de la Ley 101 de 1993 y el 
artículo 6° de la Ley 242 de 1995, el Gobierno Nacional, para determinar el ajuste anual 
de los avalúos catastrales de los predios rurales dedicados a las actividades agropecuarias, 
deberá aplicar el Índice de Precios al Productor Agropecuario (IPPA) cuando su incremento 
porcentual anual resulte inferior a la meta de inflación; 

Que la Junta Directiva del Banco de la República en sesión del 28 de noviembre de 2014, 
fijó la meta de inflación proyectada para el año 2015, en tres punto cero por ciento (3,0%); 

Que la variación porcentual del Índice de Precios del Productor de Agricultura, Gana-
dería, Caza, Silvicultura y Pesca, entre noviembre de 2013 y noviembre de 2014 fue de 
dieciocho punto veintinueve por ciento (18,29%) según certificación del Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (DANE); 

Que el Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes), en sesión del 22 
de diciembre de 2014, conceptuó que los avalúos catastrales para los predios urbanos no 
formados y formados con vigencia de 2014 y anteriores, tendrán un incremento de tres 
punto cero por ciento (3,0%) para el año 2015, equivalente al cien por ciento (100%) de la 
meta de inflación para la vigencia de 2015; 

Que en la misma sesión, el Conpes conceptuó que los avalúos catastrales para los predios 
rurales no formados y formados con vigencia de 2014 y anteriores, tendrán un incremento 
de tres punto cero por ciento (3,0%) para la vigencia de 2015;

Que de acuerdo con el artículo 8° de la Ley 14 de 1983, los avalúos catástrales entrarán 
en vigencia el 1° de enero del año siguiente al que fueron efectuados;

Que en mérito de lo expuesto; 
DECRETA:

Artículo 1°. Los avalúos catastrales de los predios urbanos no formados y formados 
con vigencia de 1° de enero de 2014 y anteriores, se reajustarán a partir del 1º de enero de 
2015 en tres punto cero por ciento (3,0%). 

Artículo 2°. Los avalúos catastrales de los predios rurales no formados y formados con 
vigencia de 1° de enero de 2014 y anteriores, se reajustarán a partir del 1º de enero de 2015 
en tres punto cero por ciento (3,0%). 

Artículo 3°. Los predios urbanos y rurales formados o actualizados durante 2014 no 
serán objeto de reajuste. Los avalúos catastrales de los predios de que trata este artículo 
entrarán en vigencia a partir del 1° de enero de 2015, en los municipios o zonas donde se 
hubieren realizado. 

Artículo 4°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 26 de diciembre de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.
El Secretario General encargado de las funciones del Despacho del Director del Depar-

tamento Nacional de Planeación,
Édgar Antonio Gómez Álvarez.

DECRETO NÚMERO 2719 DE 2014
(diciembre 26)

por el cual se definen los parámetros y el procedimiento que los Resguardos Indígenas 
deberán cumplir para acreditar la experiencia y/o buenas prácticas como requisito para 

la ejecución directa de los recursos de la Asignación Especial del Sistema General de 
Participaciones, y se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial, de las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, y por el numeral 20 del artículo 29 del Decreto 1953 de 2014, y 

CONSIDERANDO:
Que en ejercicio de la facultad otorgada en el artículo 56 transitorio de la Constitución 

Política de Colombia, el Gobierno expidió el Decreto 1953 de 2014, “por el cual se crea un 
régimen especial con el fin de poner en funcionamiento los Territorios Indígenas respecto de 
la administración de los sistemas propios de los pueblos indígenas hasta que el Congreso 
expida la ley de que trata el artículo 329 de la Constitución Política”;

Que de acuerdo con lo previsto en el artículo 28 del Decreto 1953 de 2014, los res-
guardos indígenas o las asociaciones de resguardos podrán asumir, administrar y ejecutar 
directamente los recursos de la Asignación Especial del Sistema General de Participaciones, 
previo cumplimiento de los requisitos previstos para el efecto;

Que dentro de los requisitos que deberán cumplir los resguardos indígenas o las aso-
ciaciones de resguardos para asumir, administrar y ejecutar directamente los recursos de la 
Asignación Especial del Sistema General de Participaciones, el numeral 2 del artículo 29 del 
Decreto 1953 de 2014, prevé la entrega de un documento en donde se acredite la experiencia 
y/o buenas prácticas en la ejecución de recursos de cualquier fuente de financiamiento;

Que el señalado numeral 2 del artículo 29 del Decreto 1953 de 2014 dispone también que 
el Gobierno definirá los parámetros y el procedimiento para que los Resguardos Indígenas 
acrediten la experiencia y/o buenas prácticas, como requisito para la ejecución directa de los 
recursos de la Asignación Especial del Sistema General de Participaciones, previa consulta 
con la Mesa Permanente de Concertación;

Que en sesión de la Mesa Permanente de Concertación del 4 de diciembre de 2014, 
instalada de conformidad con lo previsto en el Decreto 1397 de 1996, se presentó a con-
sideración de los integrantes de la Mesa, la propuesta de documento trabajada de forma 
conjunta entre el Gobierno y los pueblos y organizaciones indígenas, documento que una vez 
analizado, discutido y ajustado entre todas las partes de que trata el numeral 2 del artículo 
29 del Decreto 1953 de 2014, se formaliza a través del presente decreto;

Que en mérito de lo expuesto, 
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El presente decreto tiene por objeto definir los parámetros y el 
procedimiento que los Resguardos Indígenas o las asociaciones de resguardos deberán 
cumplir para acreditar la experiencia y/o buenas prácticas como requisito para la ejecución 
directa de los recursos de la Asignación Especial del Sistema General de Participaciones, de 
conformidad con lo establecido en el numeral 2 del artículo 29 del Decreto 1953 de 2014.

Artículo 2°. Definición de experiencia. Para los efectos del presente decreto, ténganse 
en cuenta las siguientes definiciones de experiencia: 

• Experiencia Administrativa: La existencia de una estructura administrativa (técnica y 
humana), con la que cuentan los Resguardos o las Asociaciones de Resguardos, la cual se 
certificará por las autoridades del Resguardo o de los Resguardos Asociados de que habla 
el numeral 4 del artículo 29 del Decreto 1953 de 2014, según el caso. 

• Experiencia Financiera: Es la existencia de antecedentes de administración y ejecución 
de recursos financieros por parte de los Resguardos Indígenas o de las asociaciones de Res-
guardos, en el marco de contratos o convenios que se han suscrito y ejecutado con entidades 
públicas o privadas, que demuestren su efectiva ejecución y desarrollo de procesos contables. 

Parágrafo. Para los efectos de este decreto entiéndase por fuente de financiamiento 
cualquier recurso financiero proveniente del presupuesto de entidades de derecho público 
de cualquier nivel de gobierno, y/o privado de carácter nacional o internacional. 

Artículo 3°. Definición de buenas prácticas. Son aquellas actividades desarrolladas por 
los Resguardos Indígenas o por la Asociación de Resguardos, relacionadas con el manejo 
e inversión de recursos financieros para el desarrollo de proyectos de inversión en pro del 
mejoramiento de las condiciones de vida de la comunidad, orientadas según la Ley de 
Origen, Derecho Mayor o el Derecho Propio. 

Las actividades deberán corresponder a uno o varios sectores de inversión, y serán 
acreditadas conforme a lo que establecido en el artículo 5° de este decreto. 

Artículo 4°. Soportes de acreditación de experiencia. Los Resguardos Indígenas y las 
asociaciones de resguardos demostrarán la experiencia administrativa y financiera, con los 
siguientes documentos: 

• Certificación expedida por el representante legal del Resguardo o de la asociación de 
resguardos en que se indiquen el equipamiento institucional y administrativo con que cuentan, 
que como mínimo debe incluir una sede administrativa (acta que determine la ubicación y 
funcionamiento de la sede), equipos de oficina (inventario actualizado) y acceso a servicios 
de comunicación, tales como teléfono e internet (comprobante de último pago realizado 
a nombre del órgano de gobierno del Resguardo o de uno de los Resguardos asociados). 

• Certificación expedida por el representante legal del Resguardo o de la asociación de 
Resguardos en que se indiquen los integrantes del equipo humano especificando sus per-
files y funciones que como mínimo deberán atender funciones en materia de contratación, 
contable, tesorería, planeación y labores asistenciales, para lo cual se adjuntará las hojas 
de vida respectivas con los soportes de formación académica y experiencia relacionada, y 
el organigrama del equipo administrativo. 


